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	Decisión:
	Remitir a la Jurisdicción Ordinaria.


ASUNTO A TRATAR

Procede la Sala a resolver el conflicto de competencia suscitado entre el CABILDO DE LA PARCIALIDAD DE INDÍGENAS DE PANIQUITÁ DEL MUNICIPIO DE TOTORÓ – CAUCA y el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DEL MISMO MUNICIPIO, por el conocimiento del Proceso Ejecutivo Singular instaurado por la señora LUZ MARÍA YANDE LAME contra el señor JOSÉ CALISTO GUETIO.                                         
ANTECEDENTES PROCESALES

1. SITUACIÓN FÁCTICA

El 19 de octubre de 2010, la señora LUZ MARÍA YANDE LAME, instauró Demanda Ejecutiva Singular contra el señor JOSÉ CALISTO GUETIO, con el propósito que se librara mandamiento de pago en su favor por valor de $450.000, teniendo como título base del recaudo una letra de cambio, la cual tenía como fecha de vencimiento el  día 12 de julio de 2010.

Igualmente solicitó el demandante el pago de la referida suma con los intereses moratorios equivalentes al 3% desde el día que venció la obligación hasta la cancelación total de la misma o el valor máximo permitidos por la Superintendencia Financiera. (Folios 3 – 4).

La acción ejecutiva inició su trámite en el Juzgado Promiscuo Municipal de Totoró – Cauca, hasta el auto de fecha 11 de febrero de 2011, mediante el cual se resolvió aprobar la liquidación de costas. (Folio 28).

2. CONCEPTO DEL CABILDO DE LA PARCIALIDAD DE INDÍGENAS DE PANIQUITÁ DEL MUNICIPIO DE TOTORÓ – CAUCA
A través de oficio expedido por el señor Carlos Alberto Sánchez, en calidad de Gobernador del Cabildo de la Parcialidad de Indígenas de Paniquitá del municipio de Totoró – Cauca, solicitó el envío del expediente del Proceso  Ejecutivo Singular, arguyendo que, tanto la demandante como el demandado tenían la condición de comuneros de ese Resguardo, debidamente censados dentro del mismo.

Asimismo indicó que, en caso de no accederse a su requerimiento, planteaba desde ese momento colisión positiva de competencia, para que el proceso fuera remitido a esta Colegiatura para su respectiva definición. (Folio 33).

3. CONCEPTO DEL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE TOTORÓ - CAUCA.

El titular de ese Despacho judicial, mediante auto adiado el 20 de junio de 2011, dispuso trabar el conflicto positivo de jurisdicción, argumentando que la acción ejecutiva debía continuar su curso bajo su conocimiento, pues la misma prácticamente terminó, agregando además que la demandante LUZ MARÍA YANDI LAME no se halla enlistada como comunera indígena, pues si así lo fuera, tal circunstancia no era óbice para que la Jurisdicción Ordinaria perdiera su competencia.

Añadió el juzgador que, la orientación del asunto es el cobro de un título valor (letra de cambio), el cual cumplía los requerimientos de las normas civiles sustantivas y adjetivas, así como comerciales, para lo cual no se tenían en cuenta las condiciones personales de las partes, sino el lugar de cumplimiento de la obligación.

En consecuencia, dispuso la remisión del proceso a esta Superioridad para definir la jurisdicción competente. (Folios 38 - 40).

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Es competente esta Corporación, al tenor de lo previsto en el numeral 6º del artículo 256 de la Constitución Política y numeral 2º del artículo 112 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, para dirimir el conflicto de marras, por cuanto el mismo se ha suscitado entre distintas jurisdicciones.

El fuero indígena, tiene como fundamento jurídico en la Constitución del 1991, a través de la cual, en el artículo 7 se elevó a la categoría de principio fundamental, demostrando ello, la gran importancia que tiene la preservación de las comunidades indígenas, por tratarse de una minoría étnica que representa, no sólo nuestro patrimonio socio cultural autóctono sino la identidad de la Nación.

Conforme con lo anterior, en este caso, tratándose de un conflicto de competencias entre distintas jurisdicciones, en este caso representadas por el CABILDO DE LA PARCIALIDAD DE INDÍGENAS DE PANIQUITÁ DEL MUNICIPIO DE TOTORÓ – CAUCA y el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DEL MISMO MUNICIPIO, corresponde a esta Sala por virtud de la Constitución y la ley, determinar a qué autoridad judicial le concierne el conocimiento del conocimiento del Proceso Ejecutivo Singular instaurado por la señora LUZ MARÍA YANDE LAME contra el señor JOSÉ CALISTO GUETIO.

Sobre los aspectos diferenciales y materia de consideración para el reconocimiento del fuero indígena, hay que concluir que los factores que determinan la competencia de la jurisdicción especial indígena, son los siguientes:
a. Existencia del Cabildo Indígena.

b. Pertenencia a un Cabildo Indígena de la persona a quien se le imputa el delito investigado.

c. El lugar de ocurrencia del hecho, que la conducta se haya cometido dentro del territorio del resguardo indígena.

d. El elemento de carácter personal, que el autor del hecho pertenezca a la comunidad indígena.

Prima facie resulta oportuno señalar cual fue voluntad del constituyente de 1991 reconocer la defensa de las minorías étnicas, razón por la cual y en consonancia con la jurisprudencia constitucional, se incorporó en el texto de la Carta Magna una serie de prerrogativas que garantizan la prevalencia de su “…integridad cultural, social y económica, su capacidad de autodeterminación administrativa y judicial, la consagración de sus resguardos como propiedad colectiva de carácter inalienable, y, de los territorios indígenas como entidades territoriales al lado de los municipios, los distritos y los propios departamentos...”

Fiel reflejo de lo anterior es el mandato que prevé el artículo 246 superior que consagra:

“…Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República. La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema judicial nacional…”
A su vez la Corte Constitucional en pronunciamiento C-139 de 1996 al estudiar y fijar el alcance del canon ya referido enseñó:

“…El análisis del artículo 246 muestra los cuatro elementos centrales de la jurisdicción indígena en nuestro ordenamiento constitucional: la posibilidad de que existan autoridades judiciales propias de los pueblos indígenas, la potestad de éstos de establecer normas y procedimientos propios, la sujeción de dichas jurisdicción y normas a la Constitución y la ley, y la competencia del legislador para señalar la forma de coordinación de la jurisdicción indígena con el sistema judicial nacional. Los dos primeros elementos conforman el núcleo de autonomía otorgado a las comunidades indígenas -que se extiende no sólo al ámbito jurisdiccional sino también al legislativo, en cuanto incluye la posibilidad de creación de “normas y procedimientos”-, mientras que los dos segundos constituyen los mecanismos de integración de los ordenamientos jurídicos indígenas dentro del contexto del ordenamiento nacional. En la misma estructura del artículo 246, entonces, está presente el conflicto valorativo entre diversidad y unidad…”.

Igualmente, y en atención a que del reconocimiento que la Carta Magna hizo de las jurisdicciones especiales se deriva el derecho de los integrantes de las comunidades indígenas a un fuero, el Alto Tribunal sobre los derechos que les asiste en tal sentido a los nativos explicó: 

“...el derecho a ser juzgado por sus propias autoridades, conforme a sus normas y procedimientos, dentro de su ámbito territorial, en aras de garantizar el respeto por  la particular cosmovisión del individuo. Esto no significa que siempre que esté involucrado un aborigen en una conducta reprochable, la jurisdicción indígena es competente para conocer del hecho. El fuero indígena tiene límites, que se concretarán dependiendo de las circunstancias de cada caso” 

Ya sobre el punto neurálgico que nos ocupa, a efectos de resolver el presente conflicto, por vía jurisprudencial más exactamente en la sentencia de tutela en la cual fungió como ponente el Magistrado doctor Carlos Gaviria Díaz, a propósito de los parámetros que se han de tener en cuenta para definir cuál es la jurisdicción competente para juzgar a un sujeto indígena se dijo:

“…En la noción de fuero indígena se conjugan dos elementos: uno de carácter personal, con el que se pretende señalar que el individuo debe ser juzgado de acuerdo con las normas y las autoridades de su propia comunidad, y uno de carácter geográfico, que permite que cada comunidad pueda juzgar las conductas que tengan ocurrencia dentro de su territorio, de acuerdo con sus propias normas. La solución puede variar si la acción típica es cometida por miembros de pueblos indígenas dentro de su territorio, o si un indígena, de manera individual, incurre en ella afectando a quien no es miembro de su comunidad por fuera del ámbito geográfico del resguardo. En el primer caso, en virtud de consideraciones territoriales y personales, las autoridades indígenas son las llamadas a ejercer la función jurisdiccional; pero en el segundo, el juez puede enfrentar múltiples situaciones no solucionables razonablemente mediante una regla general de territorialidad…”. 

En el anterior orden de ideas, resulta oportuno acotar que no sólo el lugar en donde se hayan consumados los hechos que propician la controversia de jurisdicciones, determina la autoridad encargada de conocer del proceso en el cual se involucra a un indígena, sino que además, se debe considerar las culturas involucradas, el grado de aislamiento o integración del sujeto frente a la cultura mayoritaria, la afectación del individuo frente a la sanción entre otros, pues en términos de la Corte Constitucional “La función del juez consistirá entonces en armonizar las  diferentes  circunstancias  de manera que la solución sea razonable”. (Sentencia T-496 de 1996).
Así  las  cosas,  además  de  lo  anterior  en  el  fallo  de  tutela  ya referido  se  precisaron  de  manera  puntual  ciertas  reglas interpretativas  establecidas  por  la  máxima  instancia  de control  constitucional  que  deben  servir  de  guía para abordar la solución de conflictos como el que hoy ocupa la atención de la Sala a saber :
“…En caso de conflicto entre el interés general y otro interés particular protegido constitucionalmente la solución debe ser encontrada de acuerdo con los elementos jurídicos que proporcione el caso concreto a la luz de los principios y valores constitucionales.
 Y en el mismo sentido:

(...)

El derecho colectivo de las comunidades indígenas, a mantener su singularidad, puede ser limitado sólo cuando se afecte un principio constitucional o un derecho individual de alguno de los miembros de la comunidad o de una persona ajena a ésta, principio o derecho que debe ser de mayor jerarquía que el derecho colectivo a la diversidad...

Así entonces, la Sala debe precisar que las razones por la cuales fue remitido el expediente que cursa en el Juzgado Promiscuo Municipal de Totoró (Cauca), en el cual se tramita el Proceso Ejecutivo Singular iniciado por la señora LUZ MARÍA YANDE LAME contra el señor JOSÉ CALISTO GUETIO; respecto de lo cual esta Corporación considera que la naturaleza del asunto sometido a estudio, esto es, la ejecución de un título valor, contenido en una letra de cambio por valor de $450.000; no es propio de la cultura mayoritaria de la población indígena, sino que por el contrario está previsto el conocimiento del caso a la Jurisdicción Ordinaria Civil, de acuerdo con lo preceptuado en la Legislación Colombiana que regula la materia, tal como se señala a continuación:
“- CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL:

ARTÍCULO 488.- TÍTULOS EJECUTIVOS. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso - administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia.

- CÓDIGO DE COMERCIO:

TÍTULO III. DE LOS TÍTULOS VALORES. CAPÍTULO I GENERALIDADES 

ARTÍCULO 619. DEFINICIÓN Y CLASIFICACIÓN DE LOS TÍTULOS VALORES. Los títulos-valores son documentos necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora. Pueden ser de contenido crediticio, corporativos o de participación y de tradición o representativos de mercancías. 

CAPÍTULO V. DISTINTAS ESPECIES DE TÍTULOS-VALORES. SECCIÓN I LETRA DE CAMBIO 

ARTÍCULO 671. CONTENIDO DE LA LETRA DE CAMBIO. Además de lo dispuesto en el artículo 621, la letra de cambio deberá contener:

1) La orden incondicional de pagar una suma determinada de dinero; 

2) El nombre del girado; 

3) La forma del vencimiento, y 

4) La indicación de ser pagadera a la orden o al portador.” 

Consecuente con lo anterior, no estaría bien avalar el pedimento del Gobernador del Cabildo de la Parcialidad de Indígenas de Paniquitá del municipio de Totoró – Cauca, en tanto, los cobros por vía judicial, como se dijo en precedencia, no son propios de la cultura y costumbres de dicho pueblo indígena, entendidas éstas, como la forma de ver el mundo y de comportarse al interior del mismo, lo cual impide el reconocimiento del fuero que prevé el artículo 246 Superior.
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, 
RESUELVE

PRIMERO. DIRIMIR el conflicto positivo de competencia, suscitado entre el CABILDO DE LA PARCIALIDAD DE INDÍGENAS DE PANIQUITÁ DEL MUNICIPIO DE TOTORÓ – CAUCA y el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DEL MISMO MUNICIPIO, adscribiendo el conocimiento del Proceso Ejecutivo Singular a la Jurisdicción Ordinaria, representada en este caso por el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE TOTORÓ (CAUCA), acorde con lo expuesto en la parte considerativa de este proveído. En consecuencia, envíese de inmediato el expediente a ese Despacho Judicial para lo de su cargo.

SEGUNDO. REMITIR copia del presente proveído al CABILDO DE LA PARCIALIDAD DE INDÍGENAS DE PANIQUITÁ DEL MUNICIPIO DE TOTORÓ – CAUCA, para su correspondiente información.
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� Corte Constitucional, Sentencias 254/94. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. Ver también la sentencia C-136/96.
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